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En la ciudad de Corrientes, a los     once        días del mes de marzo de dos mil 

veintiséis, estando reunidos los señores Ministros del Superior Tribunal de Justicia, 

Doctores Fernando Augusto Niz, Luis Eduardo Rey Vázquez, Alejandro Alberto Chaín, 

Eduardo Gilberto Panseri, con la Presidencia del Dr. Guillermo Horacio Semhan 

asistidos de la Secretaria Jurisdiccional Dra. Marisa Esther Spagnolo, tomaron en 

consideración el Expediente Nº  EXP 230699/22, caratulado: "AMARO ROQUE 

ANTONIO C/ SAUCEDO JORGE NICOLAS S/ ORDINARIO POR 

AUDIENCIAS (DAÑOS Y PERJUICIOS MÁS DE 50 JUS)". Habiéndose 

establecido el siguiente orden de votación: Doctores Guillermo Horacio Semhan, 

Fernando Augusto Niz, Luis Eduardo Rey Vázquez, Eduardo Gilberto Panseri y 

Alejandro Alberto Chaín. 

 

EL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 

SE PLANTEA LA SIGUIENTE: 

C U E S T I O N  

¿QUÉ PRONUNCIAMIENTO CORRESPONDE DICTAR 

EN AUTOS? 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR 

PRESIDENTE DOCTOR GUILLERMO HORACIO SEMHAN, dice: 

I.- Que viene a instancia extraordinaria la presente causa a fin de 

examinar si la Cámara aplicó correctamente la ley al reducir el monto de la 



 

 

indemnización por incapacidad sobreviniente y modificar el régimen de costas. 

II.- El Juez Civil y Comercial Nº12 de esta ciudad hizo lugar 

parcialmente a la demanda y atribuyó la responsabilidad exclusiva del accidente al 

demandado, aplicando el régimen de responsabilidad objetiva por riesgo creado, al tener 

por acreditado que el vehículo por él conducido embistió a la motocicleta de Amaro. En 

consecuencia, condenó a Saucedo y a Río Uruguay Compañía de Seguros Ltda. en los 

límites de la cobertura, a abonar al actor la suma total de $ 6.359.141, más intereses a la 

tasa activa del Banco Nación desde el 10/09/2020 y costas. Dicha suma se integra por 

los siguientes rubros admitidos: $ 5.979.141 en concepto de incapacidad sobreviniente 

(41% de incapacidad permanente), $ 80.000 por gastos médicos y $ 300.000 por daño 

moral. Fueron rechazados los rubros lucro cesante -por falta de prueba- y daño 

psicológico, al no acreditarse incapacidad psíquica derivada del hecho. Con costas a 

cargo de la demandada. 

Disconforme Río Uruguay Compañía de Seguros Limitada, en 

su carácter de citada en garantía, interpuso recurso de apelación. 

III.- La Cámara Civil y Comercial de esta ciudad (Sala II) 

resolvió hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la citada en 

garantía, confirmando la atribución de responsabilidad establecida en la sentencia de 

primera instancia, pero modificando el monto de condena ($ 2.769.964,50 por 

incapacidad sobreviniente) y el régimen de costas (80% a cargo de la demandada y 20% 

a cargo de la actora). 

En cuanto a la responsabilidad, confirmó el fallo del juez de 

grado al considerar que la demandada no formuló una crítica concreta y razonada de la/  
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valoración probatoria efectuada en la sentencia. Señaló que los agravios se limitaron a 

expresar una mera disconformidad subjetiva, sin demostrar errores en la apreciación de 

las pericias accidentológica y mecánica incorporadas desde el expediente penal, las 

cuales fueron ofrecidas por ambas partes como prueba trasladada. Destacó que dichas 

pericias acreditaron que el vehículo conducido por Saucedo fue el embistente, que 

circulaba a velocidad superior a la permitida y sin respetar la distancia reglamentaria y 

que no se produjo prueba alguna que desvirtuara esas conclusiones, por lo que subsistía 

la presunción de responsabilidad objetiva por riesgo creado. Asimismo, consideró 

irrelevante, a los fines de la atribución de responsabilidad, la falta de licencia de 

conducir de Amaro, por tratarse de una infracción administrativa sin nexo causal 

demostrado con el siniestro. 

Respecto de los rubros indemnizatorios, la Cámara confirmó la 

procedencia de los gastos médicos ($ 80.000), señalando que su existencia se presume 

conforme al art. 1746 del CCC, en atención a la gravedad de las lesiones sufridas, sin 

que sea exigible una prueba documental exhaustiva. También mantuvo el 

reconocimiento del daño moral ($ 300.000), en función de las lesiones, el padecimiento 

físico y espiritual de Amaro y las secuelas permanentes derivadas del accidente. 

Sin embargo, admitió el agravio referido a la incapacidad 

sobreviniente, al advertir un error en el cálculo del monto indemnizatorio, ya que el 

actor había tomado como base un salario mínimo, vital y móvil al momento de 

promover la demanda (08/07/2022) y la Cámara consideró que debía utilizarse el salario 



 

 

mínimo vital y móvil vigente al momento del hecho (10/9/2020), con lo cual mediante 

la fórmula Méndez–Vuotto II quedó fijado el monto en $ 2.769.964,50, reduciendo así 

la condena en este rubro. 

Finalmente, la Alzada modificó el régimen de costas, 

entendiendo que la actora resultó vencedora en lo sustancial respecto de la 

responsabilidad, pero solo parcialmente triunfante en materia indemnizatoria, dado que 

algunos rubros fueron rechazados y otros reducidos. En consecuencia, dispuso que las 

costas de primera instancia se distribuyan en un 80% a cargo de la demandada y un 20% 

a cargo de la actora, adoptando igual proporción para las costas de alzada, atendiendo al 

resultado parcial del recurso. 

IV.- Disconforme, Roque Antonio Amaro, interpone recurso 

extraordinario de inaplicabilidad de ley.  

Se agravia el recurrente por la modificación del monto 

indemnizatorio fijado en primera instancia, particularmente en lo relativo al rubro 

incapacidad sobreviniente/lucro cesante futuro. Afirma que la Cámara aplicó de manera 

incorrecta el art. 1746 del CCC, al tomar como parámetro para el cálculo 

indemnizatorio el salario mínimo vital y móvil vigente al momento del hecho, cuando 

correspondía utilizar el salario vigente al momento de la sentencia, por tratarse de una 

obligación de valor y no de una deuda de dinero. Señala que la decisión importa una 

interpretación rígida y formalista de la norma, que desconoce la naturaleza dinámica del 

daño y la finalidad de la reparación plena. 

En segundo término, se agravia porque la Cámara, al recalcular 

el rubro indemnizatorio mediante la fórmula Méndez–Vuotto II, habría incurrido en un / 



 

 

 

 

Dra. MARISA ESTHER SPAGNOLO           Superior Tribunal de Justicia 

   Secretaria Jurisdiccional N° 2                                            Corrientes 
Superior Tribunal de Justicia Corrientes 

 

 

-3- 

Expte. N° EXP 230699/22 

error conceptual, al asimilar el lucro cesante futuro a una mera pérdida de ingresos 

cierta, cuando en realidad se trata de una pérdida de chance, cuyo cálculo no puede 

quedar atado exclusivamente a parámetros matemáticos estrictos, sino que requiere una 

valoración prudencial que contemple la gravedad de las lesiones, la edad de la víctima y 

el impacto real en su capacidad productiva futura. Manifiesta que la reducción del 

monto indemnizatorio -de $ 5.979.141 a $ 2.769.964,50- produce un resultado 

manifiestamente injusto y arbitrario, que desnaturaliza el sistema de responsabilidad 

civil, vulnera el principio de reparación integral y afecta derechos de jerarquía 

constitucional, tales como el derecho de propiedad y el derecho a una indemnización 

justa, reconocidos por la Constitución Nacional y los tratados internacionales de 

derechos humanos. 

Asimismo, cuestiona que la Alzada haya desatendido la doctrina 

legal del Superior Tribunal de Justicia y de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 

que conciben la indemnización por daños como una deuda de valor, debiendo evitarse 

que el resarcimiento pierda eficacia real frente al proceso inflacionario, circunstancia 

que se agrava al utilizar valores históricos desvinculados de la realidad económica 

vigente al momento de dictarse la sentencia. 

Finalmente, como agravio accesorio, impugna la modificación 

del régimen de costas, sosteniendo que, al confirmarse la responsabilidad de la 

demandada y prosperar la acción, correspondía mantener la imposición íntegra de las 

costas a la parte demandada, por aplicación del principio objetivo de la derrota. 



 

 

 

V.- La vía de gravamen se interpuso contra una sentencia 

definitiva, dentro del plazo legal, el actor se encuentra exento del depósito económico 

por contar con beneficio de litigar sin gastos  (art. 404 inc. a CPCC) y el memorial 

alcanza el rigor técnico exigido. Con lo cual resulta admisible y paso a pronunciarme 

acerca de su mérito o demérito.  

VI.- En lo atinente al cuestionamiento del monto reconocido en 

concepto de incapacidad sobreviniente, corresponde partir de una premisa central del 

sistema de responsabilidad civil: la indemnización por daños a la persona configura una 

deuda de valor y no una deuda de dinero. Ello implica que el objeto de la obligación no 

es una suma dineraria determinada desde el nacimiento del crédito, sino la reparación de 

un menoscabo a la integridad psicofísica de la persona, cuya entidad económica solo 

puede ser expresada en dinero al momento de su cuantificación judicial. Esta 

caracterización, consolidada en la doctrina y la jurisprudencia, se corresponde con el 

principio de reparación plena consagrado en los arts. 1740 y 1746 del CCC.  

El art. 1748 del CCC, al disponer que “el curso de los intereses 

comienza desde que se produce cada perjuicio”, no altera dicha naturaleza ni convierte 

automáticamente la obligación resarcitoria en una deuda dineraria desde el hecho 

dañoso. La norma fija el momento inicial del devengamiento de intereses, pero su 

aplicación debe efectuarse en armonía con la naturaleza del crédito.  

En los supuestos de deudas de valor -como ocurre con la 

incapacidad sobreviniente- la producción del perjuicio no importa la existencia 

inmediata de una suma de dinero exigible, razón por la cual los intereses que se deven- 
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guen desde ese momento no pueden tener carácter compensatorio pleno, propio de las 

obligaciones de dinero, sino que, a lo sumo, revisten la naturaleza de un interés puro, 

destinado a preservar la equivalencia económica del valor del daño hasta su 

cuantificación judicial. 

Esta interpretación ha sido desarrollada con claridad por la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación en el precedente “Barrientos, Gabriela Alexandra y 

otros c/ Ocorso, Damián y otros s/ daños y perjuicios” (Fallos: 343:221), en el que se 

sostuvo que, mientras el daño no ha sido cuantificado, no existe una suma dineraria 

susceptible de depreciación y, por ende, no corresponde aplicar intereses 

compensatorios propios de las deudas de dinero. Solo a partir de la sentencia que fija el 

capital indemnizatorio la obligación se transforma en una deuda dineraria, quedando 

sujeta al régimen de la mora y a la aplicación de intereses compensatorios o moratorios, 

conforme lo previsto en el art. 768 del Código Civil y Comercial, evitando así la 

superposición de mecanismos de actualización que desnaturalicen la reparación. En ese 

sentido, la Corte señaló que la indemnización del daño a la persona no puede ser tratada 

como una obligación dineraria desde su origen, pues ello conduciría a resultados 

distorsionados e incompatibles con la lógica de las deudas de valor. 

Ese criterio fue receptado por este Superior Tribunal de Justicia 

de Corrientes, que al analizar la cuantificación del daño a la persona se ha dicho: 

“…Amén de lo expuesto, el rigor del principio de justicia rogada como derivación del 

dispositivo que domina el proceso civil -en cuanto determina como techo posible del 



 

 

resarcimiento la suma reclamada en la demanda- ha prácticamente desaparecido en 

aras de la justicia del caso, la que debe enfocarse en una deuda de valor y no en una 

deuda de dinero, en tanto se reclama una compensación satisfactiva por un menoscabo 

padecido en la integridad psicofísica-social de la persona. Es decir, en realidad cuando 

se coloca una suma dineraria para reclamar el resarcimiento del daño, ello no debe ser 

interpretado como que se está reclamando una suma de dinero, sino que en realidad se 

acciona por el pago de una deuda de valor que de suyo tiene una naturaleza 

completamente distinta…” (conf. STJ Corrientes, Sentencia Civil Nº 80/2020). 

Desde esta perspectiva, resulta jurídicamente atendible sostener 

que la fórmula Méndez, en tanto herramienta destinada a cuantificar una deuda de valor, 

debe aplicarse sobre un salario mínimo vital y móvil vigente al momento de la sentencia 

que fija el capital indemnizatorio. Ello no importa indexación prohibida ni actualización 

de una suma dineraria preexistente, sino la determinación misma del quantum del daño 

conforme a valores actuales, en cumplimiento del mandato legal de fijar la 

indemnización en dinero de manera compatible con la reparación plena. Solo a partir de 

esa cuantificación -cuando la deuda se transforma en dineraria- resulta procedente la 

aplicación de intereses compensatorios. 

Ahora bien, en el caso concreto, efectuando la actualización 

hasta el 31/01/2026 conforme al criterio adoptado por la Cámara, el capital por 

incapacidad fue fijado en la suma de $ 2.769.964,50, disponiéndose la aplicación de la 

tasa activa del Banco de la Nación Argentina desde el hecho ocurrido el 10/09/2020. 

Con dicha metodología, la planilla acompañada arroja una tasa acumulada del 337,85%, 

intereses por $ 9.358.364,50 y un total de capital más intereses de $ 12.128.329,00.  
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En cambio, aplicando la fórmula Méndez sobre el salario 

mínimo vital y móvil vigente a octubre de 2024 -fecha del dictado de la sentencia de 

primera instancia-, más el 10% por repercusiones patrimoniales no laborales, el capital 

resultante asciende a $ 3.429.024,11, computándose un interés puro del 6% desde el 

hecho hasta el 31/10/2024, equivalente al 24,85% y a $ 852.276,90, y, a partir del 

01/11/2024 hasta el 31/01/2026, la tasa activa del Banco Nación, con un 51,63% y 

$2.622.723,15 de intereses, lo que arroja un total de $ 6.051.747,27. 

De esta comparación se sigue que, aun cuando nominalmente la 

Cámara redujo el capital indemnizatorio, el modo de devengamiento de intereses 

adoptado conduce, considerado en su resultado económico final, a un importe global 

que coloca al recurrente en una situación marcadamente más desfavorable, circunstancia 

que adquiere relevancia procesal a la luz del principio de prohibición de la reformatio in 

peius, en tanto quien recurre no debe ver empeorada su situación como consecuencia de 

su propia impugnación cuando la contraria no ha recurrido. En consecuencia, el agravio 

no puede ser admitido. 

VII.- A su turno, el agravio vinculado con la imposición y 

distribución de las costas, es doctrina reiterada de este Superior Tribunal de Justicia que 

tales decisiones constituyen, como principio, materia reservada a los jueces de mérito, y 

solo resultan susceptibles de revisión en esta instancia excepcional cuando se acredita la 

existencia de manifiesta iniquidad o arbitrariedad, extremos que deben surgir de modo 

evidente del pronunciamiento impugnado (conf. STJ Ctes. Sent. Nº 66/2015; Sent. Nº 



 

 

54/2020). 

En el caso de análisis quedó firme la atribución de culpa 

exclusiva del demandado en la producción del daño. Y si bien algunos rubros 

indemnizatorios no prosperaron o fueron objeto de reducción, el núcleo sustancial del 

reclamo fue acogido y la responsabilidad civil quedó plenamente acreditada. En este 

marco, la cuestión relativa a las costas no puede ser examinada de manera aislada ni 

meramente formal, prescindiendo del resultado jurídico y económico final del proceso. 

Principalmente -enfocando en la reparación integral de la víctima- no puede ser 

completamente escindida de su análisis cuando la distribución de los gastos del juicio 

corre el riesgo de desvirtuar en los hechos el reconocimiento del derecho del 

damnificado, particularmente en supuestos de responsabilidad exclusiva del demandado 

y de acogimiento sustancial de la pretensión. Con lo cual se impone la revocación de la 

imposición parcial al actor para que –en ejercicio de jurisdicción positiva- sean 

impuestas al demandado en su totalidad.  

VIII.- Por los fundamentos expuestos y, si este voto resultase 

compartido con la mayoría necesaria de mis pares, corresponderá, hacer lugar 

parcialmente al recurso extraordinario de inaplicabilidad de la ley y, en su mérito, 

revocar exclusivamente la imposición de las costas de segunda instancia al actor. Y, en 

ejercicio de jurisdicción positiva, decretar que en su totalidad –incluso las de instancia 

extraordinaria- carguen sobre el demandado. Regular los honorarios de los letrados 

intervinientes Dres. Jorge O. Benchetrit Riera (por la recurrida), Jaime Company y 

Rafael Adrián Saladino (por la recurrente) en el 30% de lo que se les regule en primera 

instancia, a los dos primeros como monotributistas y al último como responsable ins-/ 
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cripto.  

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR MINISTRO 

DOCTOR  FERNANDO AUGUSTO NIZ, dice: 

Que adhiere al voto del Sr. Presidente Dr. Guillermo Horacio 

Semhan, por compartir sus fundamentos. 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR MINISTRO 

DOCTOR  LUIS EDUARDO REY VAZQUEZ, dice: 

Que adhiere al voto del Sr. Presidente Dr. Guillermo Horacio 

Semhan, por compartir sus fundamentos. 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR MINISTRO 

DOCTOR  EDUARDO GILBERTO PANSERI, dice: 

Que adhiere al voto del Sr. Presidente Dr. Guillermo Horacio 

Semhan, por compartir sus fundamentos. 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR MINISTRO 

DOCTOR  ALEJANDRO ALBERTO CHAIN, dice: 

Que adhiere al voto del Sr. Presidente Dr. Guillermo Horacio 

Semhan, por compartir sus fundamentos. 

En mérito del precedente Acuerdo el Superior Tribunal de 

Justicia dicta la siguiente: 

SENTENCIA   Nº 20 

1°) Hacer lugar parcialmente al recurso extraordinario de 



 

 

inaplicabilidad de la ley y, en su mérito, revocar exclusivamente la imposición de las 

costas de segunda instancia al actor. Y, en ejercicio de jurisdicción positiva, decretar 

que en su totalidad –incluso las de instancia extraordinaria- carguen sobre el 

demandado. 2°) Regular los honorarios de los letrados intervinientes Dres. Jorge O. 

Benchetrit Riera (por la recurrida), Jaime Company y Rafael Adrián Saladino (por la 

recurrente) en el 30% de lo que se les regule en primera instancia, a los dos primeros 

como monotributistas y al último como responsable inscripto. 3°) Insértese y 

notifíquese. 
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